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1. Delta y Pirineo, territorios afectados por el trasvase 

Los efectos ambientales y socioeconómicos del trasvase del Ebro al Arco Mediterráneo se dejarían sentir en toda la cuenca, pero hay algunos territorios particularmente sensibles que se pueden considerar afectados de forma específica y grave. Se trata del Delta y el Pirineo. Las comarcas situadas en las zonas bajas de las cuencas, y especialmente los deltas, por un lado, y las comarcas de cabecera en territorios montañosos por otro, son dos tipos de espacios que tienden a recibir fuertes impactos acumulativos y sinérgicos de las políticas hidráulicas tradicionales de corte estructuralista. Se trata de territorios dotados de altos valores ambientales, pero sumamente frágiles, sobre los que se concentran actuaciones fuertemente impactantes. En ambos casos, la quiebra de los bienes y servicios ambientales que brindan los ecosistemas del entorno, pone seriamente en peligro la estabilidad socioeconómica de las poblaciones que allí viven, dada la estrecha relación que existe entre esos servicios ecológicos y las actividades socioeconómicas esenciales de los colectivos humanos allí asentados. Y es que para hablar con cierto rigor de Política de Aguas sostenible habría que determinar cuáles son los servicios ambientales mínimos que necesitan ambos territorios para su supervivencia, a fin de conservarlos, de sostenerlos. 

Los efectos sobre el Delta son bien conocidos merced a los trabajos del Departamento de Ecología de la universidad de Barcelona, que han explicado con detalle cómo el trasvase aceleraría el actual proceso de degradación ambiental. Para garantizar su supervivencia se necesitaría un caudal medio de 11.000 Hm3, cuando el PHN prevé 5.000 Hm3. Las consecuencias serían la desaparición de la mitad de la superficie de la llanura deltaica al quedar por debajo del nivel del mar, la salinización de los acuíferos, el empobrecimiento de la actividad biológica en el último tramo del río Ebro por el mayor tiempo de permanencia de la cuña salina y pérdidas pesqueras difíciles de evaluar. Estos procesos de degradación reducirían notablemente la viabilidad socioeconómica de este territorio que depende muy directamente de los servicios ambientales que presta el río Ebro.

Menos conocidas por la opinión pública son las consecuencias del trasvase sobre el Pirineo en el que hay proyectadas 5 grandes presas para regular 1.500 hm3 destinados, por un lado a nuevos regadíos en el Valle del Ebro, y por otro a regular, o cuando menos complementar la regulación, de los trasvases a Levante, Sureste y Barcelona. En propiedad, nos podríamos referir al trasvase del Pirineo más que del Ebro. Es de notar que estas nuevas presas se concentran sobre un territorio que padece las consecuencias traumáticas derivadas de la construcción de otra docena de grandes presas durante las últimas décadas que acabaron con 30 pueblos, inundaron de 8 a 9 mil hectáreas de fondo de valle y desplazaron a 4.000 personas en Aragón (Herranz, 1995). Esta nueva oleada de presas pone en riesgo la viabilidad ambiental, socioeconómica y cultural de algunas de estas comarcas. Se trata de las presas de Itoiz en el río Irati, el recrecimiento de Yesa en el Aragón, Biscarrués en el Gállego, Santaliestra en el Ésera y Rialp en el Segre, este último recientemente puesto en servicio, las cuales suponen la inundación de 1.145 hectáreas en el valle del Irati, afectándose a 15 pequeños núcleos de población, de ellos 8 inundados; de 5.000 hectáreas en el Segre Medio, Lérida, donde la presa de Rialp anega 2 localidades de las 6 afectadas; y de 4.000 en el Pirineo Aragonés entre los tres embalses previstos, se inundarían dos pueblos que desplazarían a 400 personas. 

2. 
El Pirineo pieza clave en la regulación del trasvase del Ebro

El objetivo de las cinco grandes presas, en construcción o avanzado estado de tramitación sería dar servicio a las transformaciones en regadío previstas por el Plan Hidrológico de la Cuenca del Ebro (PHCE) y en mucha menor medida, el abastecimiento urbano. No obstante, existen razones fundadas para valorar que buena parte de los caudales regulados tendrán su destino, más que probablemente, en los trasvases del Ebro hacia el arco mediterráneo (Arrojo y Gracia, 2000).

Desde hace varias décadas, y ante los sucesivos proyectos de grandes trasvases del Ebro, el Pirineo Central ha sido considerado como el almacén de cabecera ideal para regular los recursos que se pretendían trasvasar. El asalto a los patrimonios hidrológicos pirenáicos ha sido la espina dorsal, tanto de los grandes proyectos de regadío en el Ebro Medio, como de los grandes proyectos de trasvase, lo que ha generado fuertes contradicciones no sólo en las comarcas de montaña sino también en las comarcas del llano beneficiarias de esos proyectos de gran regadío, en buena medida ya ejecutados.

Con ocasión de la elaboración del anteproyecto de PHN de 1993, se lanzó, como previa la necesidad de construir una nueva oleada de grandes embalses en el Pirineo que permitiera abordar con ciertas garantías hidráulicas, tanto las transferencias intercuenca previstas, como la extensión de nuevos regadíos en la Cuenca del Ebro.

En el PHN, la cuestión de la regulación de caudales en la Cuenca del Ebro resulta particularmente contradictoria , inconsistente y poco rigurosa. Como una de las claves para diluir la conflictividad social en el Valle del Ebro, se ha asignado formalmente la necesidad de esos nuevos embalses a la extensión de 450.000 nuevas hectáreas de regadío en toda la Cuenca, desligándolos aparentemnete de los objetivos trasvasistas.

Sin embargo, la inconsistencia socioeconómica, ambiental e hidrológica  de estos proyectos es tan clara, que difícilmente se puede sostener técnicamente que tales obras no estén directa y estrechamente ligadas con los proyectos de trasvase.

Los argumentos en este sentido se pueden resumir de la siguiente forma:

- El propio PHN afirma con rotundidad la necesidad de una enorme capacidad de regulación en la cuenca del Ebro para poder realizar el trasvase:

“En síntesis, ponderando estos resultados con los anteriormente expuestos para los criterios porcentuales mensual y volumétrico, y tomando las estimaciones mas limitativas y seguras, puede concluirse que, en los términos de una demanda añadida al sistema, no es deseable plantear ninguna transferencia desde el curso bajo del Ebro si no se dispone de algún almacenamiento que permita cierta modulación en la toma.  Si este almacenamiento fuese de 500 hm3 podrían derivarse 700 hm3/año; si fuese de 1000 se podrían derivar 1000 hm3/año; y si fuese de 1500 se podrían derivar 1200 hm3/ año...” (PHN: Análisis de los sistemas hidráulicos, página 151).

- El documento técnico del PHN prevé que la regulación de los caudales a trasvasar se realice desde los embalses de Mequinenza, Ribarroja y Flix, reconociendo que ello tendrá repercusiones económicas para los beneficiarios del trasvase, por la necesidad de compensar a las compañías eléctricas propietarias (PHN: Análisis de los sistemas hidráulicos, página 151). Sin embargo, posteriormente computa coste cero en concepto de afecciones hidroeléctricas para el trasvase desde el Bajo Ebro (PHN: Análisis Económico, tabla 19, página 99). 

- El PHN deja abierta la posibilidad de que puedan servirse volúmenes para el trasvase “desde otros embalses actuales o futuros”, al margen del de Mequinenza, siempre que los órganos de gestión de la cuenca cedente así lo decidan (Juntas de Explotación de la Confederación Hidrográfica del Ebro, dependientes en última instancia de los designios políticos marcados por el Gobierno de Madrid). 

- Los embalses previstos para el Pirineo están sobredimensionados en relación a las demandas de agua para los regadíos de la Cuenca del Ebro previstas en el propio PHN, y desmedidamente sobredimensionados respecto a las previsiones del Plan Nacional de Regadíos. Por ejemplo, en Aragón, las 230.000 nuevas hectáreas de regadío previstas en el Plan Hidrológico de la Cuenca del Ebro quedan reducidas a tan sólo 47.360 ha financiables con dinero público en el Plan Nacional de Regadíos. De esta superficie, 20.967 serían regadíos sociales -con la premisa de no demandar nuevas regulaciones- con lo que tan sólo quedarían 26.393 hectáreas asignables a estos grandes embalses.

El propio Plan Nacional de Regadíos para el horizonte del año 2008, prevé un incremento de la demanda de aguas de riego de tan sólo 272 hm3 en todo Aragón, o 59 hm3 en Navarra, cuando los proyectos de presas previstos tienen una capacidad de almacenamiento de 2.100 hm3 en Aragón (los embalses del denominado  “Pacto del Agua”) y de 418 hm3 en el embalse de Itoiz en Navarra 

Preguntarse desde esta realidad sobre finalidad real de esta enorme capacidad de regulación conduce inexorablemente a los proyectos de grandes trasvases.

- Finalmente, el apoyo de las cúpulas de los grandes sindicatos de regantes del Valle del Ebro al PHN, a pesar de la masiva y abrumadora oposición popular en la Cuenca, puede entenderse desde declaraciones tan significativas como las hechas públicas por el Presidente de la Comunidad General de Riegos de Bardenas, en su calidad de futuro beneficiario del embalse de Yesa recrecido:

“Con Yesa recrecido podemos satisfacer las necesidades de Bardenas, dar servicio a industrias agroalimentarias y a los abastecimientos de Zaragoza y entorno... y, con el agua que sobre, podemos negociar con catalanes y valencianos. El principio de solidaridad debe funcionar primero en Aragón, pero si sobra, debemos aplicarlo a todo el territorio español” (Heraldo de Aragón, 7/IV/1999).

3. 
Los efectos del PHN sobre el Pirineo

La evaluación de los impactos ambientales del PHN sobre el Pirineo conlleva una gran complejidad técnica, al interaccionar los efectos de las cinco nuevas grandes presas con los de las ya existentes, cuyas repercusiones –intensísimas- no han sido nunca analizadas. 

3.1. 
Los impactos de los nuevos embalses 

De forma sintética las principales afecciones de las nuevas presas se pueden resumir así (Nicolau, 2000):

· Riesgo serio para la seguridad de miles de vidas humanas, en localidades tan importantes como Graus, Aoiz y Sangüesa, situadas aguas abajo de las presas de Santaliestra, Itoiz y Yesa, con evidencias claras de inestabilidad, tal y como se explica en el siguiente apartado.

· Desvertebración territorial por la desaparición de miles de hectáreas de fondo de valle esenciales para articular socioeconómicamente los valles pirenaicos.

· Desaparición de tramos de ríos de alto valor paisajístico cuya explotación turística constituye en la actualidad una importante actividad económica. 

· Alteración de comunidades naturales y cañones fluviales de alto valor ecológico y gran riqueza en biodiversidad, con categoría para ser Lugares de Interés Comunitario. 

· Desaparición de un relevante patrimonio cultural, básico para el mantenimiento de la identidad pirenaica, en el que destaca un tramo de 22 km del Camino de Santiago.

· Sufrimiento humano de alcance difícilmente evaluable, inaceptado ya en los países de nuestro entorno, a causa del desalojo y desarraigo de 400 personas en contra de su voluntad, sobre la dramática historia de anteriores desalojos similares. 

3.2. 
La continuidad de una política hidráulica de corte colonial

El problema de fondo es que el PHN continúa con un sistema de utilización del agua de corte colonial, que tuvo su origen en el siglo XIX para acometer las grandes transformaciones en regadío del centro de la Depresión del Ebro como medio de superación de una situación de subdesarrollo y carencia material profundas, bajo el paradigma productivista (Bartolomé y Garcés, 1996).

El tejido administrativo en que se fundamenta esta política de aguas colonial respecto al Pirineo se basa en:

· Un régimen de concesiones de agua que supone en la práctica la privatización del recurso en favor de minorías favorecidas (por ejemplo todos los caudales de los ríos Cinca y Gállego están asignados a la Comunidad de Riegos del Alto Aragón) y que limita en la actualidad el uso de los ríos por los montañeses para actividades como el turismo o las piscifactorías.

· Un marco institucional, relativo al régimen de gobierno y administración de las Confederaciones Hidrográficas, que obedece más a un modelo de democracia orgánica que a un régimen de participación. Los grupos sociales que defienden una concepción del agua ajena a la misma como un simple recurso económico (medioambientales y otros) y las comarcas pirenaicas –productoras y almacenadoras del recurso- tienen una participación limitadísima en las Confederaciones, Juntas de Explotación y Juntas de Desembalse.

· Una falta de mecanismos de restitución o compensación territorial en las fases de ejecución de las grandes obras de regulación, así como de articulación de instrumentos para la reasignación de las rentas derivadas de las obras, que ha originado una deuda histórica con los territorios pirenaicos, todavía hoy no reconocida por la administración.

La persistencia de esta estructura administrativa de corte colonial en el PHN imposibilita afrontar una gestión del agua respetuosa con las minorías, en la que se puedan valorar otras funciones del agua, además de la productiva. 

4. 
Una evaluación ambiental de los embalses deficiente y sesgada 

El análisis ambiental de las presas ha sido realizado para cada presa por el Ministerio de Medio Ambiente en el marco de la normativa de Evaluación de Impacto Ambiental (EIA). Se puede calificar de insatisfactorio, por insuficiente, deficiente e incluso por falta de objetividad. Tres elementos –entre otros varios como es el caso de Itoiz- justifican la afirmación anterior. Por un lado, es necesario contar con una evaluación global de los efectos de las cinco presas para conocer la pérdida de bienes y servicios ambientales del macizo pirenaico en su conjunto, tal y como exige la normativa europea de Evaluación Ambiental Estratégica. Por otro lado, las EIA aprobadas presentan notables carencias e irregularidades. Y finalmente, la reciente delimitación de espacios naturales para la Red Natura 2000 (Lugares de Interés Comunitario y Zonas de Especial Protección para las Aves) ha excluido la superficie de los embalses previstos, sin que haya justificación técnica para ello.

4.1. La necesidad de una evaluación conjunta de los embalses

Desde el punto de vista ecológico, el macizo pirenáico constituye una unidad funcional, en la que sería necesario evaluar conjuntamente los efectos (en ocasiones sinérgicos) de esos cinco nuevos embalses junto a los doce de gran tamaño ya operativos; especialmente en lo referente a procesos como la fragmentación de hábitats, los niveles de diversidad biológica, el régimen hidrológico y de sedimentos en los ríos. Y, en estrecha relación con estos aspectos es también necesario estudiar los impactos sobre el dinamismo socioeconómico y cultural de los valles. 

Incluso, se echa a faltar un análisis global a nivel de la Cuenca del Ebro, desde la montaña hasta el Delta. Es de notar a este respecto, la política que la Unión Europea ha promovido, alentando la integración territorial de la evaluación ambiental para obras de envergadura concentradas sobre una zona, evitando su valoración parcelaria. En este sentido entendemos que debe interpretarse la recomendación al Gobierno Español en el año 1997, por parte de la Comisión Europea, de realizar una evaluación de impacto ambiental conjunta del embalse de Itoiz, del Canal de Navarra y de los nuevos regadíos dependientes de estas obras. 

En el caso que nos ocupa, la EAE debería, con mayor razón dada su perspectiva estratégica, haber abordado conjuntamente los cambios ambientales que sobre el Valle del Ebro producirán los embalses, canales y transformaciones en regadío, en conjunción con los trasvases.

4.2. 
El sesgo de las Declaraciones de Impacto Ambiental

Las Declaraciones de Impacto Ambiental (DIA) de las presas de Yesa, Biscarrués y Santaliestra se hallan actualmente recurridas ante los tribunales y admitidas a trámite por presuntas irregularidades en su aprobación. Ninguna de ellas fue firmada por los técnicos del ministerio que trabajaron en su elaboración, por no estar de acuerdo con su resolución final, y tuvieron que ser firmadas por los políticos de turno (directores generales de Calidad Ambiental). La participación pública en los periodos de alegaciones fue muy amplia, poniendo de manifiesto las carencias de los Estudios de Impacto Ambiental en cuestiones como la inseguridad geológica de las presas (varios estudios independientes de alto prestigio y solvencia técnica alertan del grave riesgo en el caso de Santaliestra, Itoiz y Yesa: anexo I), la desvertebración territorial, la inviabilidad económica de los regadíos, las pérdidas de patrimonio cultural (Camino de Santiago), la destrucción de espacios naturales de alto valor ecológico excluidos del listado de LICs sin justificación técnica, etc.

Incluso el anterior Director General de Obras Hidráulicas de la CHE, Carlos Escartín, responsable de la adjudicación de las obras del recrecimiento de Yesa a la empresa que las está ejecutando, está bajo proceso penal por haber sido contratado por dicha empresa (ACESA) poco tiempo después de haberlas adjudicado y de haber dejado la administración pública.

En definitiva, existe una fuerte contestación social (de afectados, técnicos y científicos universitarios) sobre la aprobación de las DIA por presuntas carencias e irregularidades. A modo de ejemplo se adjunta en el anexo 2 el incoherente trámite seguido en la EIA del recrecimiento de Yesa.

5. 
La contundente respuesta de la sociedad pirenaica 

La población pirenáica ha expresado de forma explícita y con determinación su oposición a ceder más fondos de valle, así como su exigencia de representación en los órganos de gestión del agua y de compensaciones justas por los devastadores efectos ocasionados por las obras de regulación construidas durante la dictadura franquista. En la actualidad el movimiento  “Por la dignidad de la montaña” representa una de las dinámicas sociales más pujantes de la sociedad española.

Sirvan como referencia cuando menos los siguientes episodios significativos del movimiento social existente en pro de la defensa del territorio frente a los citados embalses:

· 1980-85: Oposición del ayuntamiento de Campo al embalse del mismo nombre sobre el río Ésera, que se consigue paralizar tras numerosas actividades, entre ellas el boicot a unas elecciones. La administración acabó sustituyendo el pantano de Campo por el de Santaliestra.

· 1986-1993: Periodo de actividad de la Coordinadora Aragonesa de Afectados por Embalses (COAPE) que aglutinaba a ayuntamientos y asociaciones de afectados de todo Aragón: informes técnicos, publicaciones, actos públicos masivos, entrevistas con políticos, peticiones al Justicia de Aragón, etc.

· 1995: Constitución de COAGRET (Coordinadora de Afectados por Grandes Embalses y Trasvases) de ámbito estatal, que ha impulsado el concepto de Nueva Cultura del Agua y que tiene en el Pirineo y Delta del Ebro sus núcleos más activos.

· 1998: Manifiesto por la Dignidad de la Montaña, firmado por todos los ayuntamientos y mancomunidades del Pirineo Aragonés, por encima de colores políticos.

· 1999: Ayuno voluntario de tres semanas, realizado simultáneamente en todos los valles pirenaicos afectados, además de en Zaragoza y Huesca, seguido en los últimos días por más de 2000 personas

· 2000: Paro general en todo el Pirineo, secundado masivamente por todos los sectores de la sociedad .

· 2001: Convocatoria y participación en las multitudinarias manifestaciones contra el trasvase del Ebro: Zaragoza, Barcelona, Madrid y Bruselas.
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ANEXO I:  Los problemas de seguridad de los grandes embalses en el Pirineo 

Los ríos pirenaicos cuentan con una gran cantidad de embalses, construidos a lo largo de este siglo. Una buena parte de ellos están construidos aprovechando las propias características geológicas del Pirineo. Es decir, estructuras de dirección Este-Oeste, cortadas perpendicularmente por los ríos, alternancia de unidades calcáreas competentes, en las que pueden anclarse los estribos de las presas y zonas situadas aguas arriba con litología más blanda donde los valles se amplían considerablemente, y que sirven para la instalación de los vasos de los embalses. Aprovechando estas ventajas, los embalses construidos hasta los años 50 en el Pirineo meridional no presentaban graves problemas de seguridad, aunque sí es cierto que la carstificación de las calizas cretácicas y terciarias (Paleocenas y Eocenas) dio lugar a procesos de filtración que han hecho absolutamente inservibles algunos embalses.

A partir de los años 50, empiezan a proyectarse grandes embalses sobre otros tipos de rocas. El primer caso es el del embalse de Yesa, (470 hm3) en el río Aragón, anclado sobre materiales turbidíticos (el llamado flysch de Yesa), que aparecen localmente en la zona de la presa. En años recientes cuatro de los grandes embalses proyectados, y algunos realizados: Rialp (400 hm3), Itoiz (480 hm3), Biscarrués (280 hm3) y Santaliestra (70 hm3) se sitúan sobre litologías poco competentes, que van desde las alternancias de detríticos continentales de la cuenca del Ebro - casos de Rialp y Biscarrués (también entraría aquí el hasta ayer paralizado embalse de Montearagón)-, hasta el flysch calcáreo en el caso de Itoiz o alternancias de margas y areniscas de origen marino (Santaliestra). En estos casos es previsible que los problemas geotécnicos referidos a cimentación y filtraciones se multipliquen, y lo mismo ocurre, como veremos, en aspectos que se refieren a la seguridad de las presas.

Antes de entrar directamente en el tema de los deslizamientos y seguridad de presas, hay que entender la dinámica morfológica del Pirineo. Hacia el Mioceno superior, la cuenca del Ebro se encontraba completamente rellena de sedimentos y enrasada a una altura de unos 1100 m. Desde el borde de cuenca hacia el Pirineo Axial el relieve ascendía hasta alcanzar más de 3000 m en la parte central. Desde el Mioceno superior hasta ahora los cursos fluviales se han ido encajando conforme bajaba el nivel de base en el centro de la cuenca. Esta evolución rápida del paisaje, que implica encajamientos de más de 1000 m de la red fluvial en menos de 10 millones de años, ha dado como resultado una dinámica de vertientes muy activa asociada a los cursos fluviales, dinámica que por supuesto sigue manifestándose en la actualidad. Como consecuencia de la misma es muy frecuente la aparición de grandes deslizamientos, cuyos volúmenes varían desde pocos metros cúbicos a más de 15-20 hm3, o incluso 50 hm3 en el caso de Santaliestra, involucrando masas de suelo y roca de casi 100 millones de toneladas. (Es de notar la reciente ilegalización justamente del proyecto de Santaliestra por la Audiencia Nacional, al considerar el alto tribunal que el Estado no había garantizado la seguridad de la obra, y todo ello a pocos días de iniciarse oficialmente los trabajos).

La estabilidad de las laderas se ve castigada fundamentalmente por dos factores: uno de ellos es la saturación en agua y el segundo los movimientos sísmicos. Las condiciones de saturación en agua son perjudicadas evidentemente por la construcción de los embalses, máxime teniendo en cuenta que algunos de ellos casi alcanzan los 100 m de altura de columna de agua. La sismicidad pirenaica es de tipo intraplaca y moderada, es decir, difícil de predecir y asociar con fallas superficiales. Sin embargo existen varios epicentros con intensidad VIII y IX, es decir, lo suficientemente importantes como para producir graves efectos de inestabilidad en las laderas. 

Los efectos que los deslizamientos tienen en los embalses van desde la posibilidad de caída dentro del vaso con formación de una ola de alta capacidad destructiva (efecto Vaiont), a la propia rotura de la presa, o a la formación de posibles olas aguas arriba de la presa (efecto tsunami), favorecida por los cambios de profundidad en el vaso.

Una forma de cuantificar el riesgo de deslizamiento es el denominado factor de seguridad, que es un cociente entre las fuerzas que retienen la ladera frente a las fuerzas que tienden a desestabilizarla. Un valor de factor de seguridad igual a 1 significa que existe equilibrio inestable.

Evidentemente, ante la imposibilidad de saber exactamente cuándo un deslizamiento va a moverse, los manuales recomiendan diseñar con factores de seguridad superiores a 2,5 en el caso de construcciones que impliquen un riesgo para las vidas humanas, como pueden ser las presas.

En un repaso rápido podemos examinar las condiciones de seguridad de tres grandes presas:

· En el caso de Itoiz, la propia presa se encuentra anclada sobre un deslizamiento de más de 15 Hm3, formado por el flysch alterado, que buza en el mismo sentido de la pendiente de la ladera, y materiales cuaternarios. Los factores de seguridad en condiciones de seismo y a embalse lleno son menores de 1.

· La presa de Yesa, ya construida, está anclada sobre un deslizamiento antiguo con un volumen de 12 Hm3, de geometría rotacional, que corta las capas del flysch.

· El embalse de Santaliestra presenta dos zonas de deslizamiento, una de 3 Hm3, situada muy próxima a la presa, y otra de más de 40 Hm3 en la cola del embalse. Las consecuencias de la generación de los deslizamientos son difíciles de predecir, y pueden ir desde el bloqueo de desagües de fondo, lo que inutilizaría las presas y las dejaría fuera de control, a inundaciones catastróficas producidas por el vaciado rápido de los embalses. En caso de vaciado catastrófico, los dos factores más importantes que influyen en los caudales punta obtenidos son la altura de la presa y el volumen embalsado por la misma. Las curvas empíricas que indican los caudales que pueden llegar a generarse en caso de rotura de las presas alcanzan en algunos casos los 100.000 m3/s (equivalente a la mitad del caudal en la desembocadura del Amazonas), lo cual implicaría una enorme capacidad de destrucción. 

En los tres casos hay poblaciones importantes situadas aguas debajo de los embalses, con lo cual tendrían lugar catástrofes sin precedentes, sin excluir posibles repercusiones en infraestructuras situadas en el propio eje del Ebro.

La rotura de presas puede parecer un fenómeno poco habitual. Sin embargo, las estadísticas dicen que el 2% de las grandes presas (más de 15 m de altura) han fallado de forma catastrófica, y que un 4% tiene graves problemas. Teniendo en cuenta que en el mundo existen 40.000 grandes presas es fácil calcular el número de presas que han dado lugar a catástrofes, no precisamente de origen natural.

ANEXO II: El trámite administrativo de aprobación de la Declaración de Impacto Ambiental (DIA) del proyecto de Recrecimiento de Yesa

A partir de la información disponible en el expediente del proyecto se ha elaborado el siguiente resumen, del que se colige que, desde el principio, el órgano ambiental rechaza el Estudio de Impacto presentado por la Dirección General de Obras Hidráulicas por deficiente. Que, a partir de la recomendación de la Unión Europea, solicita la inclusión de la variante de carreteras y de los regadíos en el nuevo Estudio de Impacto. Que la Dirección General de Obras Hidráulicas acepta realizar un nuevo Estudio de Impacto, que saca a concurso en enero de 1999. Que, sorpresivamente, en marzo, Medio Ambiente da el visto bueno al proyecto basándose en el primer estudio, que siempre había sido considerado no válido. De todos es conocida la naturaleza no técnica de esa decisión y la intensa presión ejercida por la presidencia del gobierno de Aragón de la época sobre el Ministerio de Medio Ambiente. 

En síntesis este el resumen de la evolución del procedimiento de evaluación de impacto ambiental del Recrecimiento de Yesa:

-
29.05.91: Fecha de iniciación del procedimiento de EIA del proyecto de recrecimiento: El órgano sustantivo (Dirección General de Obras Hidráulicas: DGOH) remite la memoria-resumen al órgano ambiental (Dirección General de Medio Ambiente) y éste inicia las consultas a personas, instituciones, administraciones. 

-
19.04.93: El EsIA se somete a información pública

-
01.06.94: La D.G. de Obras Hidráulicas remite el expediente al órgano ambiental para que éste realice la Declaración de Impacto Ambiental (DIA). 

-
07.07.94: La Dirección General de Política Ambiental se dirige a la Dirección General de Obras Hidráulicas rechazando el Estudio de Impacto Ambiental por ser incompleto y presentar carencias.

-
08.11.95: El órgano ambiental informa a la DGOH que el procedimiento de EIA está parado y pide información adicional.

-
23.11.95: La DGOH responde al órgano ambiental que se va a sacar a concurso la redacción de un nuevo Estudio de Impacto Ambiental.

· 24.07.97: El órgano ambiental remite una nota a la DGOH insistiendo en la necesidad de realizar un nuevo Estudio de Impacto que incluya la zona de regadíos, las variantes de carreteras y las canteras.

· 08.01.99: La DGOH saca a concurso público en el BOE la redacción de un nuevo Estudio de Impacto Ambiental del recrecimiento de la presa y variantes de carreteras afectadas.

-
31.03.99: El órgano ambiental redacta la Declaración de Impacto Ambiental -en términos favorables al proyecto- y la remite a la DGOH. La Declaración se redacta a partir del primer (y único) Estudio de Impacto. El concurso para la realización del nuevo Estudio de Impacto se suspende.

-
23.04.99: Se publica la DIA en el Boletín Oficial del Estado favorable al recrecimiento.

RESUMEN

El Pirineo y el Delta son los dos territorios de la cuenca más afectados por el trasvase

Los efectos ambientales y socioeconómicos del trasvase del Ebro al Arco Mediterráneo se dejarían sentir en toda la cuenca, pero el Delta y el Pirineo son dos territorios particularmente sensibles que serían afectados de forma específica y grave. Se trata de territorios dotados de altos valores ambientales, pero sumamente frágiles, sobre los que se concentran actuaciones fuertemente impactantes. 

En ambos casos, la quiebra de los bienes y servicios ambientales que brindan los ecosistemas del entorno, pone seriamente en peligro la estabilidad socioeconómica de las poblaciones que allí viven, dada la estrecha relación que existe entre esos servicios ecológicos y las actividades socioeconómicas esenciales de las personas allí asentadas. 

El Pirineo, pieza clave de la regulación del trasvase del Ebro


Buena parte de los caudales regulados por las 5 presas previstas tendrán su destino en los trasvases del Ebro hacia el arco mediterráneo. El Pirineo es el almacén de cabecera ideal para regular los recursos a trasvasar. De hecho, se podría hablar del trasvase del Pirineo, más que del Ebro. Estos son los argumentos:

·   Los embalses previstos para el Pirineo están sobredimensionados en relación a las demandas de agua para los regadíos de la Cuenca del Ebro previstas en el propio PHN, y desmedidamente sobredimensionados respecto a las previsiones del Plan Nacional de Regadíos. En Aragón, las 230.000 nuevas hectáreas de regadío previstas en el Plan Hidrológico de la Cuenca del Ebro quedan reducidas a tan sólo 47.360 ha financiables con dinero público en el Plan Nacional de Regadíos. De esta superficie, 20.967 serían regadíos sociales -con la premisa de no demandar nuevas regulaciones- con lo que tan sólo quedarían 26.393 hectáreas asignables a estos grandes embalses. 

El Plan Nacional de Regadíos (horizonte 2008), prevé un incremento de la demanda de aguas de riego de tan sólo 272 hm3 en todo Aragón, o 59 hm3 en Navarra, cuando los proyectos de presas previstos tienen una capacidad de almacenamiento de 2.100 hm3 en Aragón (los embalses del denominado “Pacto del Agua”) y de 418 hm3 en el embalse de Itoiz en Navarra.

·   El propio PHN afirma con rotundidad la necesidad de una enorme capacidad de regulación en la cuenca del Ebro para poder realizar el trasvase. 

·   Desde las cúpulas de los grandes sindicatos de riego se ha reconocido la intención de negociar con los regantes levantinos los excedentes de regulación pirenaica.

Los impactos de los embalses


La presas previstas en el Pirineo son: Itoiz en el río Irati, recrecimiento de Yesa en el Aragón, Biscarrués en el Gállego, Santaliestra en el Ésera y Rialp en el Segre, este último recientemente puesto en servicio. Todas ellas suponen la inundación de c. de 12.000 Ha. De ellas, 1.145 Ha en el valle del Irati, afectándose a 15 pequeños núcleos de población, de ellos 8 inundados; 5.000 Ha en el Segre Medio, Lérida, donde la presa de Rialp anega 2 localidades de las 6 afectadas; y de 4.000 en el Pirineo Aragonés entre los tres embalses previstos, inundando 2 localidades, desplazando a 400 personas.

De forma sintética las principales afecciones sobre el Pirineo se pueden resumir así: 

· Riesgo serio para la seguridad de miles de vidas humanas, en localidades tan importantes como Graus, Aoiz y Sangüesa, situadas aguas abajo de las presas de Santaliestra, Itoiz y Yesa, con evidencias claras de inestabilidad geológica.

· Desvertebración territorial por la desaparición de miles de hectáreas de fondo de valle esenciales para articular socioeconómicamente los valles pirenaicos.

· Desaparición de tramos de ríos de alto valor paisajístico cuya explotación turística constituye en la actualidad una importante actividad económica. 

· Pérdida de patrimonio natural por alteración de comunidades naturales y cañones fluviales de alto valor ecológico y gran riqueza en biodiversidad, con categoría para ser Lugares de Interés Comunitario. 

· Desaparición de un relevante patrimonio cultural, básico para el mantenimiento de la identidad pirenaica, en el que destaca un tramo de 22 km del Camino de Santiago, Patrimonio de la Humanidad.

· Sufrimiento humano de alcance difícilmente evaluable, inaceptado ya en los países de nuestro entorno, a causa del desalojo y desarraigo de 400 personas en contra de su voluntad, sobre la dramática historia de anteriores desalojos similares. 


Es de notar que estas nuevas presas se concentran sobre un territorio que padece las consecuencias traumáticas derivadas de la construcción de otra docena de grandes presas durante las últimas décadas que acabaron con 30 pueblos, inundaron de 8 a 9 mil hectáreas de fondo de valle y desplazaron a 4.000 personas en Aragón.

Una política hidráulica de corte colonial


El problema de fondo es que el PHN continúa con un sistema de utilización del agua de corte colonial, bajo el paradigma productivista, que tuvo su origen en el siglo XIX. Las bases de esta política de aguas colonial respecto al Pirineo, que habría que cambiar drásticamente son:

· Un régimen de concesiones de agua que supone en la práctica la privatización del recurso en favor de minorías favorecidas y que limita en la actualidad el uso de los ríos por los montañeses para actividades como el turismo o las piscifactorías.

· Un marco institucional, las Confederaciones Hidrográficas, que obedece más a un modelo de democracia orgánica que a un régimen de participación. Los grupos sociales que defienden una concepción del agua no exclusivamente productivista (medioambientales y otros) y las comarcas pirenaicas –productoras y almacenadoras del recurso- tienen una participación limitadísima en las Confederaciones.

· No reconocimiento de una deuda histórica con el Pirineo: ausencia en su día de mecanismos de restitución territorial y, en la actualidad de instrumentos para la reasignación de las rentas derivadas de las obras.


La persistencia de esta estructura administrativa de corte colonial en el PHN imposibilita afrontar una gestión del agua respetuosa con las minorías, en la que se puedan valorar otras funciones del agua, además de la productiva. Por ello la población pirenaica está expresando en las dos últimas décadas de forma explícita y con determinación su oposición a ceder más fondos de valle, así como su exigencia de representación en los órganos de gestión del agua y de restitución de la deuda histórica.

